[image: Imagen que contiene Interfaz de usuario gráfica

Descripción generada automáticamente][image: ]




FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
MODIFICACIÓN DE LOS CONTRATOS ESTATALES – Mutabilidad – Fundamento – Carácter excepcional

El contrato estatal puede ajustarse durante su ejecución cuando ello sea necesario para cumplir los fines señalados en el artículo 3 de la Ley 80 de 1993 y satisfacer la necesidad que le dio origen. Esta posibilidad es excepcional, en tanto lo pactado obliga a las partes conforme al artículo 1602 del Código Civil. La modificación procede cuando con ella se pretenda garantizar el interés público, la entidad haya verificado que la causa es real y cierta y exista fundamento legal para adoptarla. El simple acuerdo de las partes o la conveniencia sobreviniente de alguna de ellas no son, por sí solos, causa suficiente para modificar el contrato.

MODIFICACIÓN DE LOS CONTRATOS ESTATALES – Modalidades – Modificación bilateral – Modificación unilateral – Ius variandi 

El contrato puede modificarse de común acuerdo, mediante un documento suscrito por las partes con fundamento en el artículo 40 de la Ley 80 de 1993, o de manera unilateral por la entidad, conforme al artículo 16 de la misma ley. La modificación unilateral procede cuando, siendo necesario introducir variaciones para evitar la paralización o la afectación grave del servicio público que se deba satisfacer con el contrato, las partes no llegan previamente a un acuerdo. Se adopta mediante acto administrativo motivado y consiste en la supresión o adición de obras, trabajos, suministros o servicios. Si la modificación altera el valor del contrato en un veinte por ciento (20%) o más del valor inicial, el contratista podrá renunciar a la continuación de la ejecución.

CLÁUSULAS EXCEPCIONALES – Contrato de prestación de servicios – Carácter facultativo

De acuerdo con el numeral 2 del artículo 14 de la Ley 80 de 1993, las cláusulas excepcionales de terminación, interpretación y modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes nacionales y de caducidad se pactan en los contratos que tengan por objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal, la prestación de servicios públicos, los relacionados con el programa de alimentación escolar o la explotación y concesión de bienes del Estado, así como en los contratos de obra. En los contratos de suministro y de prestación de servicios su inclusión es potestativa, por lo que la facultad de modificación unilateral solo puede ejercerse si fue estipulada expresamente. Si no se pactó, la modificación de un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión requiere el acuerdo de las partes.

LÍMITES A LA MODIFICACIÓN – Límites temporales – Límites formales – Límites materiales – Límites axiológicos – Adición en más del 50%

La modificación debe efectuarse durante el plazo de ejecución del contrato, constar por escrito, estar justificada en los documentos del proceso y publicarse en el Sistema Electrónico de Contratación Pública. No puede alterar las condiciones sustanciales que sirvieron de base para la selección del contratista ni superar el límite del parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993, según el cual los contratos no podrán adicionarse en más del cincuenta por ciento (50%) de su valor inicial, expresado en salarios mínimos legales mensuales. Además, debe fundarse en una causa real y cierta y atender los principios de planeación, transparencia, economía, responsabilidad y selección objetiva. Estos límites deben cumplirse de manera concurrente.

OBJETO CONTRACTUAL – Elemento esencial –

El artículo 1501 del Código Civil distingue en los contratos los elementos de la esencia, de la naturaleza y accidentales, y define como esenciales aquellos sin los cuales el contrato no produce efecto alguno o degenera en otro contrato diferente. El objeto es un elemento esencial del contrato estatal, porque identifica la prestación a cargo del contratista y determina la tipología contractual, la modalidad de selección y las condiciones de idoneidad exigibles. En concordancia, el inciso primero del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 dispone que las estipulaciones de los contratos serán las que correspondan a su esencia y naturaleza.

LÍMITE A LAS MODIFICACIONES – Imposibilidad de modificar el objeto – Celebración de un nuevo contrato – Consecuencias

El objeto del contrato es el límite de las modificaciones contractuales. Las modificaciones no podrían suponer la variación del objeto de un contrato, pues ello supondría la alteración de su esencia; si se presentara esta situación, lo indicado sería celebrar uno nuevo. La Corte Constitucional ha señalado que la modificación del contrato no puede ser de tal entidad que altere su esencia y lo convierta en otro tipo de negocio jurídico. En consecuencia, cuando la necesidad de la entidad exija un objeto distinto, deberá adelantarse el procedimiento de selección que corresponda. La contratación de un nuevo objeto mediante un documento modificatorio, sin agotar dicho procedimiento, puede comprometer la validez del negocio jurídico a la luz del artículo 44 de la Ley 80 de 1993 y la responsabilidad de los servidores públicos que intervengan.

OBLIGACIONES Y ACTIVIDADES – Contenido prestacional – Modificación – Relación directa y necesaria con el objeto – Criterios de verificación

Las obligaciones y actividades mediante las cuales se ejecuta el objeto pueden suprimirse, adicionarse o sustituirse, siempre que mantengan una relación directa y necesaria con el objeto pactado y se encuentren comprendidas dentro de su alcance. Para establecer si el ajuste se mantiene dentro del objeto, la entidad puede tener en cuenta, entre otros elementos, la correspondencia de la actividad con la necesidad descrita en los estudios previos, su contribución al cumplimiento del objeto, la posibilidad de contratarla de manera independiente, la conservación de la tipología contractual y de la modalidad de selección aplicable, y la permanencia de las condiciones que justificaron la escogencia del contratista. Estos elementos deben valorarse en conjunto y su análisis debe constar en los documentos del proceso.

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE APOYO A LA GESTIÓN – Contratación directa – Idoneidad – Incidencia en la modificación

Los contratos de prestación de servicios de apoyo a la gestión se celebran mediante contratación directa, conforme al literal h) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007 y al artículo 2.2.1.2.1.4.9 del Decreto 1082 de 2015, previa verificación de la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate. Cuando la modificación incorpore actividades de un área distinta de aquella para la cual se verificó la idoneidad del contratista, la entidad deberá verificar nuevamente que este cuenta con la idoneidad o experiencia requerida para ejecutarlas y dejar constancia de ello en los documentos del proceso.

PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Modificación – Prohibición de encubrir relación laboral – Planeación

La modificación de las actividades de un contrato de prestación de servicios no puede implicar la asignación de funciones permanentes propias de los empleos de planta ni la subordinación del contratista, ni prolongar el contrato más allá del término estrictamente indispensable exigido por el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993. Las actividades deben corresponder a la necesidad identificada en los estudios previos. La modificación procede para atender circunstancias sobrevinientes debidamente justificadas, y las deficiencias de la etapa de planeación no constituyen, por sí mismas, causa suficiente para modificar el contrato.

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO – Autonomía de la entidad estatal – Competencia de la Agencia

Corresponde a cada entidad estatal analizar, en ejercicio de su autonomía y bajo su responsabilidad, la procedencia jurídica, técnica y financiera de una modificación contractual determinada, verificar el cumplimiento de sus presupuestos y dejar constancia de ello en los documentos del proceso. No es atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente validar, calificar o revisar esas actuaciones, ni sustituir a los organismos de control en el ejercicio de sus competencias.






Bogotá D.C., 22 de Septiembre de 2026 
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Estimado señor Ramírez:


La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, en ejercicio de las competencias otorgadas por el numeral 5 del artículo 3 y el numeral 8 del artículo 11 del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, responde su consulta del 28 de julio de 2026, dirigida inicialmente al Departamento Administrativo de la Función Pública – Espacio Virtual de Asesoría EVA y remitida a esta Agencia por razón de la competencia, en la que manifiesta actuar en su calidad de Jefe de la Oficina de Control Interno de la Personería Municipal de Itagüí y formula los siguientes interrogantes:

“En un contrato estatal celebrado bajo la modalidad de contratación directa para la prestación de servicios de apoyo a la gestión, ¿cuál es el alcance jurídico de las modificaciones que pueden realizarse durante su ejecución?, específicamente:

1. ¿Es jurídicamente procedente modificar las actividades inicialmente pactadas, siempre que continúen guardando relación directa con el objeto contractual?

2. ¿Puede modificarse el objeto contractual durante la ejecución del contrato?

3. ¿Cuál es el elemento del contrato que, conforme a la Constitución, la ley y la jurisprudencia colombiana, constituye un límite infranqueable para las modificaciones contractuales, de tal manera que su alteración implique la celebración de un contrato diferente y no una simple modificación?”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta.


1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, y abstrayendo de ella los problemas jurídicos generales que la comprenden, la Agencia procede a resolver: i) ¿Es jurídicamente procedente modificar durante la ejecución las actividades u obligaciones inicialmente pactadas en un contrato estatal de prestación de servicios de apoyo a la gestión celebrado mediante contratación directa, cuando las nuevas actividades conservan relación directa con el objeto contractual, y a qué condiciones y límites se sujeta esa modificación? ii) ¿Puede modificarse el objeto de un contrato estatal durante su ejecución? iii) ¿Cuál es el elemento del contrato estatal que constituye un límite infranqueable a las modificaciones contractuales, de manera que su alteración comporte la celebración de un contrato distinto y no una simple modificación?


2. Respuestas:

	i) Es jurídicamente procedente modificar las actividades u obligaciones inicialmente pactadas en un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión, siempre que mantengan una relación directa y necesaria con el objeto contractual y se encuentren comprendidas dentro de su alcance. Se trata de una actuación excepcional, que requiere justificación y el cumplimiento de los límites que establece el ordenamiento jurídico.[footnoteRef:1] [1:  Ley 80 de 1993, artículos 3, 14 —numeral 2—, 16 y 40. Código Civil, artículos 1501 y 1602. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-329 del 22 de agosto de 2024, C-308 de 2025, C-1212 del 30 de septiembre de 2025 y C-1733 de 2026.] 


La modificación está sujeta, entre otras, a las siguientes condiciones: a) que obedezca a una causa real y cierta, verificada y documentada por la entidad; b) que persiga el interés público y los fines previstos en el artículo 3 de la Ley 80 de 1993; c) que se efectúe durante el plazo de ejecución del contrato, conste por escrito y se publique en el Sistema Electrónico de Contratación Pública – SECOP; d) que se mantengan las condiciones de idoneidad y experiencia que justificaron la escogencia del contratista; e) que, si implica mayor valor, respete el límite del cincuenta por ciento (50%) del valor inicial, expresado en salarios mínimos legales mensuales, previsto en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993, y f) que no se utilice para suplir deficiencias de planeación ni para eludir los principios de transparencia y selección objetiva.

En los contratos de prestación de servicios de apoyo a la gestión deben tenerse en cuenta, además, tres aspectos. El primero, que cuando las nuevas actividades correspondan a un área distinta de aquella respecto de la cual se verificó la idoneidad del contratista, la entidad debe verificarla nuevamente y dejar constancia de ello. El segundo, que la modificación no puede implicar la asignación de funciones permanentes propias de los empleos de planta ni la subordinación del contratista. El tercero, que la entidad solo puede modificar unilateralmente el contrato si la cláusula excepcional correspondiente se pactó de manera expresa, pues en los contratos de prestación de servicios su inclusión es potestativa conforme al numeral 2 del artículo 14 de la Ley 80 de 1993. Si no se pactó, la modificación requiere el acuerdo de las partes.[footnoteRef:2] [2:  Ley 80 de 1993, artículos 14 —numeral 2— y 32 —numeral 3—. Ley 1150 de 2007, artículo 2, numeral 4, literal h). Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.9. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-757 de 2024, C-1421 del 12 de noviembre de 2025, C-970 del 27 de julio de 2026 y C-1254 de 2026.] 


ii) El objeto contractual no puede modificarse durante la ejecución del contrato. Las modificaciones no pueden suponer la variación del objeto, pues ello implica la alteración de la esencia del negocio jurídico. Si la necesidad de la entidad exige un objeto distinto, debe celebrarse un nuevo contrato, previo el procedimiento de selección que corresponda según la modalidad aplicable.[footnoteRef:3] [3:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-329 del 22 de agosto de 2024 y C-1212 del 30 de septiembre de 2025. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 7 de septiembre de 2018, expediente 05001-23-31-000-2002-03563-01 (39143), C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.] 


iii) El objeto del contrato constituye el límite de las modificaciones contractuales. De acuerdo con el artículo 1501 del Código Civil, son de la esencia de un contrato aquellas cosas sin las cuales no produce efecto alguno o degenera en otro contrato diferente, y el inciso primero del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 dispone que las estipulaciones de los contratos serán las que correspondan a su esencia y naturaleza. El objeto identifica el negocio jurídico y determina la tipología contractual, la modalidad de selección aplicable y las condiciones de idoneidad exigibles al contratista. La Corte Constitucional ha precisado que la modificación del contrato no puede ser de tal entidad que altere su esencia y lo convierta en otro tipo de negocio jurídico.[footnoteRef:4] [4:  Código Civil, artículo 1501. Ley 80 de 1993, artículo 40, inciso primero. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-300 del 25 de abril de 2012, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.] 


Por consiguiente, la alteración del objeto implica la celebración de un contrato distinto, para lo cual debe agotarse el procedimiento de selección que corresponda, en observancia del artículo 209 de la Constitución Política y de los principios de planeación, transparencia y selección objetiva. Corresponde a la entidad contratante establecer, en cada caso, si una modificación se mantiene dentro del objeto pactado.




3. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:


i) El contrato estatal es un instrumento para el cumplimiento de los fines del Estado. El artículo 3 de la Ley 80 de 1993 establece que, con la celebración y ejecución de los contratos, las entidades buscan “el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines”. Por esta razón, el ordenamiento permite ajustar el contenido del contrato durante su ejecución cuando las circunstancias demuestran que lo pactado resulta insuficiente o inadecuado para alcanzar esos fines.[footnoteRef:5] [5:  Ley 80 de 1993, artículo 3. Constitución Política, artículo 209.] 


Esta posibilidad encuentra fundamento en varias disposiciones de la Ley 80 de 1993: el artículo 4, que impone a las entidades el deber de exigir del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado; el numeral 1 del artículo 14, que les atribuye la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato; el artículo 16, que regula la modificación unilateral, y el artículo 40, que les permite celebrar los contratos y acuerdos que permita la autonomía de la voluntad y requiera el cumplimiento de los fines estatales. A su vez, el numeral 2 del artículo 5 de la misma ley impone al contratista el deber de colaborar con la entidad en lo que sea necesario para que el objeto contratado se cumpla y de obrar con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales.

Sin embargo, la modificación del contrato tiene carácter excepcional. El artículo 1602 del Código Civil dispone que todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales. Esta Subdirección ha señalado que “es viable jurídicamente modificar los contratos estatales, pero esta medida tiene carácter excepcional y solo procede cuando con ella se pretenda garantizar el interés público, cuando la entidad haya verificado que la causa de la modificación es real y cierta y cuando se deriva de previsiones legales”.[footnoteRef:6] De acuerdo con esta posición, la entidad debe identificar el interés público que se pretende satisfacer, constatar y documentar la causa que origina la modificación y verificar que exista fundamento legal para adoptarla. La invocación genérica de las necesidades del servicio, sin soporte en los documentos del proceso, no satisface estas exigencias. [6:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-329 del 22 de agosto de 2024. En el mismo sentido, Conceptos C-308 de 2025, C-1212 del 30 de septiembre de 2025 y C-1733 de 2026.] 


La Corte Constitucional, en la sentencia C-300 de 2012, examinó el artículo 28 de la Ley 1150 de 2007, que permitía la prórroga o adición de los contratos de concesión de obra pública y que posteriormente fue derogado por el artículo 39 de la Ley 1508 de 2012. En esa oportunidad, la Corte reiteró que la modificación de los contratos estatales es excepcional y, con apoyo en la doctrina de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, señaló que “toda modificación debe tener una causa real y cierta, contemplada en la ley, diferente de la mera voluntad de los contratantes”. Con base en ello, declaró exequible el primer inciso de dicha norma en el entendido de que solo autorizaba la prórroga o adición de obras o actividades excepcional y necesariamente requeridas para cumplir el objeto del contrato inicial.[footnoteRef:7] [7:  CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-300 del 25 de abril de 2012, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. El artículo 28 de la Ley 1150 de 2007 fue derogado por el artículo 39 de la Ley 1508 de 2012; las consideraciones de la sentencia sobre los límites de la modificación contractual conservan valor interpretativo.] 


El contrato puede modificarse por acuerdo de las partes o por decisión unilateral de la entidad. La modificación bilateral se instrumenta mediante un documento modificatorio suscrito por las partes, con fundamento en el inciso segundo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993, según el cual “las entidades podrán celebrar los contratos y acuerdos que permitan la autonomía de la voluntad y requieran el cumplimiento de los fines estatales”. Estos acuerdos obligan a las partes en los términos pactados.[footnoteRef:8] La autonomía de la voluntad de la entidad está sujeta a los límites del inciso tercero del mismo artículo, que exige que las estipulaciones no sean contrarias a la Constitución, la ley, el orden público, los principios y finalidades de la Ley 80 de 1993 y los de la buena administración. Por tanto, el acuerdo de las partes no suple la ausencia de una causa que justifique la modificación ni permite desconocer los límites legales. [8:  CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 21 de marzo de 2025, expediente 25000-23-26-000-2011-00549-01 (61.936), C.P. María Adriana Marín.] 


La modificación unilateral, también denominada ius variandi, se encuentra regulada en el artículo 16 de la Ley 80 de 1993 en los siguientes términos:

“Artículo 16. De la modificación unilateral. Si durante la ejecución del contrato y para evitar la paralización o la afectación grave del servicio público que se deba satisfacer con él, fuere necesario introducir variaciones en el contrato y previamente las partes no llegan al acuerdo respectivo, la entidad en acto administrativo debidamente motivado, lo modificará mediante la supresión o adición de obras, trabajos, suministros o servicios.

Si las modificaciones alteran el valor del contrato en un veinte por ciento (20%) o más del valor inicial, el contratista podrá renunciar a la continuación de la ejecución. En este evento, se ordenará la liquidación correspondiente y la entidad adoptará de manera inmediata las medidas que fueren necesarias para garantizar la terminación del objeto del mismo”.

De acuerdo con esta disposición, la modificación unilateral procede cuando las partes no llegan previamente a un acuerdo sobre las variaciones requeridas y estas son necesarias para evitar la paralización o la afectación grave del servicio público que se deba satisfacer con el contrato. En consecuencia, no procede por razones de simple conveniencia administrativa. La norma circunscribe su contenido a “la supresión o adición de obras, trabajos, suministros o servicios”, es decir, a las prestaciones mediante las cuales se ejecuta el objeto contractual, y no faculta a la entidad para sustituir dicho objeto.

El numeral 2 del artículo 14 de la Ley 80 de 1993 establece que las cláusulas excepcionales de terminación, interpretación y modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes nacionales y de caducidad se pactan en los contratos que tengan por objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal, la prestación de servicios públicos, los relacionados con el programa de alimentación escolar o la explotación y concesión de bienes del Estado, así como en los contratos de obra. Respecto de los contratos de suministro y de prestación de servicios, la norma dispone que las entidades “podrán pactar” estas cláusulas. Esta Subdirección ha señalado que en los contratos de prestación de servicios las cláusulas excepcionales son elementos accidentales, de modo que “para que puedan ejercerse dichas exorbitancias, han debido quedar incluidas expresamente en el contrato, ya que no se entienden pactadas por naturaleza”.[footnoteRef:9] En consecuencia, si en un contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión no se pactó la cláusula de modificación unilateral, la entidad no puede modificarlo mediante acto administrativo y cualquier ajuste requerirá el acuerdo de las partes. Cuando la cláusula se haya pactado, su ejercicio está sujeto a los presupuestos del artículo 16 antes citado. [9:  Ley 80 de 1993, artículo 14, numeral 2. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1421 del 12 de noviembre de 2025.] 


Conviene precisar, además, que la modificación, la adición y la prórroga tienen alcances diferentes, aunque con frecuencia se instrumentan en un mismo documento. La modificación altera el contenido de las obligaciones; la adición incrementa el valor del contrato y está sujeta al límite del parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993, y la prórroga amplía el plazo de ejecución, que en los contratos de prestación de servicios debe ser el estrictamente indispensable. Cuando una misma actuación reúna varias de estas figuras, deben cumplirse los requisitos de cada una de ellas.


ii) Esta Subdirección, con fundamento en la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha agrupado los límites de la modificación contractual en temporales, formales, materiales y axiológicos.[footnoteRef:10] [10:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-308 de 2025 y C-1733 de 2026.] 


Límites temporales. La modificación debe efectuarse durante el plazo de ejecución del contrato. Una vez vencido este, no es posible modificarlo, sin perjuicio de los acuerdos que las partes suscriban en la etapa de liquidación. Tampoco son admisibles las prórrogas o modificaciones automáticas, pues toda modificación exige la verificación previa de la causa que la justifica.

Límites formales. La modificación debe constar por escrito y estar precedida de la justificación correspondiente, que debe incorporarse a los documentos del proceso. La modificación bilateral se instrumenta en un documento suscrito por quien tenga la competencia contractual, con el soporte del supervisor o interventor, a quienes corresponde el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico del contrato conforme a los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011. La modificación unilateral se adopta mediante acto administrativo motivado, conforme al artículo 16 y al numeral 7 del artículo 24 de la Ley 80 de 1993. En ambos casos, el documento debe publicarse en el SECOP, de acuerdo con el artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015.[footnoteRef:11] [11:  Ley 80 de 1993, artículos 16 y 24, numeral 7. Ley 1474 de 2011, artículos 83 y 84. Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.7.1.] 


Cuando la modificación implique un mayor valor, la entidad debe contar previamente con el certificado de disponibilidad presupuestal y efectuar el registro presupuestal correspondiente, de acuerdo con el artículo 71 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, compilado en el Decreto 111 de 1996. Asimismo, si en el contrato se exigieron garantías, cuya exigencia en la contratación directa no es obligatoria conforme al artículo 2.2.1.2.1.4.5 del Decreto 1082 de 2015, el contratista debe ajustarlas a las nuevas condiciones de valor y plazo.[footnoteRef:12] [12:  Decreto 111 de 1996, artículo 71. Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.5.] 


Límites materiales. La modificación no puede alterar las condiciones sustanciales del contrato, esto es, aquellas que, de haberse previsto desde el inicio, habrían permitido la participación de otros interesados o conducido a un resultado distinto en la selección. En la contratación directa, estas condiciones comprenden, entre otras, el perfil de idoneidad y experiencia definido en los estudios previos. Adicionalmente, el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 dispone que “los contratos no podrán adicionarse en más del cincuenta por ciento (50%) de su valor inicial, expresado éste en salarios mínimos legales mensuales”.[footnoteRef:13] [13:  Ley 80 de 1993, artículo 40, parágrafo. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-329 del 22 de agosto de 2024, C-308 de 2025 y C-1212 del 30 de septiembre de 2025.] 


Límites axiológicos. La modificación debe responder a una causa real y cierta, perseguir el interés público y respetar los principios de planeación, economía, responsabilidad, transparencia y selección objetiva, así como los principios de la función administrativa previstos en el artículo 209 de la Constitución Política. Estos límites deben cumplirse de manera concurrente, de modo que el cumplimiento de uno de ellos no exime de la observancia de los demás.

Dentro de los límites materiales se encuentra la imposibilidad de modificar el objeto del contrato. Esta Subdirección ha señalado que “las modificaciones no podrían suponer la variación del objeto de un contrato, pues ello supondría la alteración de su esencia. Si se presentara esta situación, lo indicado sería celebrar uno nuevo”.[footnoteRef:14] Esta regla encuentra fundamento en el artículo 1501 del Código Civil, que dispone: [14:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-329 del 22 de agosto de 2024. En el mismo sentido, Concepto C-1212 del 30 de septiembre de 2025.] 


“Artículo 1501. Se distinguen en cada contrato las cosas que son de su esencia, las que son de su naturaleza, y las puramente accidentales. Son de la esencia de un contrato aquellas cosas sin las cuales, o no produce efecto alguno, o degenera en otro contrato diferente; son de la naturaleza de un contrato las que no siendo esenciales en él, se entienden pertenecerle, sin necesidad de una cláusula especial; y son accidentales a un contrato aquellas que ni esencial ni naturalmente le pertenecen, y que se le agregan por medio de cláusulas especiales”.

De acuerdo con esta norma, la alteración de un elemento esencial hace que el contrato degenere en otro diferente. El objeto es un elemento esencial del contrato, pues corresponde a la prestación que las partes se obligan a ejecutar e identifica el negocio jurídico. De él dependen la tipología contractual, la modalidad de selección, los requisitos de idoneidad y experiencia exigibles al contratista, las garantías, la distribución de riesgos y el valor estimado del contrato.

En concordancia, el inciso primero del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 dispone que “las estipulaciones de los contratos serán las que de acuerdo con las normas civiles, comerciales y las previstas en esta ley, correspondan a su esencia y naturaleza”. Por consiguiente, una estipulación que sustituya el objeto del contrato da lugar a un negocio jurídico distinto.

En el mismo sentido, el Consejo de Estado ha señalado que la modificación del objeto del contrato implica la celebración de un nuevo contrato, para lo cual deben cumplirse los requisitos legales, incluida la selección objetiva del contratista.[footnoteRef:15] La Corte Constitucional, en la sentencia C-300 de 2012 ya citada, precisó que “la modificación del contrato no puede ser de tal entidad que altere su esencia y lo convierta en otro tipo de negocio jurídico”. [15:  CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 7 de septiembre de 2018, expediente 05001-23-31-000-2002-03563-01 (39143), C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.] 


Este límite garantiza la aplicación de los principios de la función administrativa del artículo 209 de la Constitución Política, de los principios de transparencia, economía y responsabilidad previstos en los artículos 24, 25 y 26 de la Ley 80 de 1993 y del deber de selección objetiva del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007. Si el objeto pudiera sustituirse mediante un documento modificatorio, la entidad contrataría prestaciones nuevas sin adelantar el procedimiento de selección que la ley prevé para ellas, con afectación de la igualdad y la libre concurrencia de los interesados.

La contratación de un nuevo objeto mediante un documento modificatorio, sin agotar el procedimiento de selección correspondiente, puede afectar la validez del negocio jurídico a la luz de las causales de nulidad absoluta del artículo 44 de la Ley 80 de 1993, en particular las relativas a la celebración del contrato “contra expresa prohibición constitucional o legal” y “con abuso o desviación de poder”. Igualmente, puede dar lugar a la responsabilidad de los servidores públicos que intervengan, en los términos de los artículos 26 y 51 de la misma ley. La determinación de estas consecuencias en un caso concreto corresponde a las autoridades competentes.[footnoteRef:16] [16:  Ley 80 de 1993, artículos 26, 44 —numerales 2 y 3— y 51.] 



iii) El contrato de prestación de servicios es un tipo contractual definido en el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, según el cual “Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable”.[footnoteRef:17] [17:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 3.] 


La modalidad de selección aplicable es la contratación directa, conforme al literal h) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, reglamentado por el artículo 2.2.1.2.1.4.9 del Decreto 1082 de 2015. Esta última disposición precisa que los servicios profesionales y de apoyo a la gestión corresponden a aquellos de naturaleza intelectual diferentes a los de consultoría que se derivan del cumplimiento de las funciones de la entidad, así como los relacionados con actividades operativas, logísticas o asistenciales, y condiciona la contratación a que la entidad “verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate”.[footnoteRef:18] [18:  Ley 1150 de 2007, artículo 2, numeral 4, literal h). Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.9. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-107 del 28 de mayo de 2024 y C-757 de 2024.] 


En estos contratos es frecuente que el objeto se enuncie de manera general, por ejemplo, como la prestación de servicios de apoyo a la gestión en determinada dependencia o proceso, y que las obligaciones específicas se detallen en un listado de actividades. El objeto delimita el ámbito de la prestación y las actividades describen la forma en que se ejecuta. Por ello, el ajuste del listado de actividades es admisible cuando las actividades resultantes se encuentran comprendidas dentro del objeto. La redacción general del objeto no amplía por sí misma lo que puede incorporarse mediante una modificación, por lo que su alcance debe determinarse a partir de la necesidad descrita en los estudios previos, del perfil exigido al contratista y del análisis del sector que soportó el valor del contrato.

Adicionalmente, en esta tipología contractual deben tenerse en cuenta tres aspectos.

El primero se refiere a la idoneidad. Como la contratación directa se sustenta en la verificación previa de la idoneidad o experiencia del contratista “relacionada con el área de que se trate”, la incorporación de actividades que correspondan a un área distinta obliga a la entidad a verificar nuevamente la idoneidad o experiencia del contratista frente a esas actividades y a dejar constancia de ello. Esta Subdirección ha señalado que la idoneidad es un concepto jurídicamente indeterminado que debe dotarse de contenido en cada caso concreto, y que su verificación corresponde a la entidad, que debe contrastar la información aportada por el contratista con el perfil definido en los estudios previos.[footnoteRef:19] [19:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-757 de 2024, C-781 de 2026, C-970 del 27 de julio de 2026 y C-1254 de 2026.] 


El segundo se refiere a la autonomía del contratista. La modificación no puede implicar la asignación de funciones permanentes propias de los empleos de planta ni la subordinación o dependencia del contratista, pues ello desconocería los presupuestos del numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993. Tampoco pueden utilizarse prórrogas sucesivas para mantener indefinidamente una vinculación que la ley exige que sea temporal, dado que estos contratos se celebran por el término estrictamente indispensable. Cuando la necesidad sea permanente y propia de las funciones de la entidad, corresponde a esta adoptar las decisiones de organización administrativa a que haya lugar. Esta Agencia no es competente para determinar la estructura o la planta de personal de las entidades, ni para establecer si en un caso concreto se configura una relación laboral.

El tercero se refiere al deber de planeación. Las actividades del contrato deben corresponder a la necesidad identificada en los estudios previos, elaborados conforme al artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 y precedidos del análisis del sector exigido por el artículo 2.2.1.1.1.6.1 del mismo decreto. Estas exigencias son aplicables a la contratación directa, pues el artículo 2.2.1.1.2.1.1 solo exceptúa de manera expresa la contratación de mínima cuantía. La modificación reiterada o sustancial del listado de actividades puede indicar que la necesidad no fue identificada adecuadamente o que se pretende atender una necesidad distinta de la contratada, circunstancias que la entidad debe analizar antes de modificar el contrato.[footnoteRef:20] [20:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.6.1 y 2.2.1.1.2.1.1, este último modificado por el artículo 1 del Decreto 399 de 2021. Ley 80 de 1993, artículos 25 —numerales 7 y 12— y 26. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1733 de 2026.] 


Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta, atendiendo las particularidades del contrato, de los estudios previos que lo soportan y de la necesidad que pretende satisfacer, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas:

	Normativa: Constitución Política, artículo 209. Ley 80 de 1993, artículos 3, 4, 5 —numeral 2—, 14 —numerales 1 y 2—, 16, 23, 24 —numeral 7—, 25 —numerales 7 y 12, este último modificado por el artículo 87 de la Ley 1474 de 2011—, 26, 32 —numeral 3—, 40 —incisos primero, segundo y tercero, y parágrafo—, 44 —numerales 2 y 3— y 51. Ley 1150 de 2007, artículos 2 —numeral 4, literal h)—, 3, 5 y 28, este último derogado por el artículo 39 de la Ley 1508 de 2012. Ley 1474 de 2011, artículos 83 y 84. Ley 1437 de 2011, artículo 28, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. Código Civil, artículos 1501 y 1602. Decreto 111 de 1996, artículo 71. Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3 —numeral 5— y 11 —numeral 8—. Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.3.1; 2.2.1.1.1.6.1; 2.2.1.1.1.7.1; 2.2.1.1.2.1.1, modificado por el artículo 1 del Decreto 399 de 2021; 2.2.1.2.1.4.5 y 2.2.1.2.1.4.9. Resolución 469 de 2025 de la ANCP-CCE.

Jurisprudencia: CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-300 del 25 de abril de 2012, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 7 de septiembre de 2018, expediente 05001-23-31-000-2002-03563-01 (39143), C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 21 de marzo de 2025, expediente 25000-23-26-000-2011-00549-01 (61.936), C.P. María Adriana Marín.

Conceptos de la ANCP-CCE: Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-107 del 28 de mayo de 2024, C-329 del 22 de agosto de 2024, C-757 de 2024, C-308 de 2025, C-1212 del 30 de septiembre de 2025, C-1421 del 12 de noviembre de 2025, C-781 de 2026, C-970 del 27 de julio de 2026, C-1254 de 2026 y C-1733 de 2026.



4. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre la procedencia, el carácter excepcional y los límites de la modificación de los contratos estatales, así como sobre la imposibilidad de variar el objeto y el límite de las adiciones, esta Subdirección se ha pronunciado en los Conceptos C-329 del 22 de agosto de 2024, C-308 de 2025, C-1212 del 30 de septiembre de 2025 y C-1733 de 2026. Sobre el carácter potestativo de las cláusulas excepcionales en los contratos de prestación de servicios, en el Concepto C-1421 del 12 de noviembre de 2025. Sobre la noción, los requisitos y el deber de verificación de idoneidad y experiencia en los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, en los Conceptos C-107 del 28 de mayo de 2024, C-757 de 2024, C-781 de 2026, C-970 del 27 de julio de 2026 y C-1254 de 2026. Como documento orientador puede consultarse la Guía para la contratación de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, CCE-EICP-GI-21, versión 01 del 3 de marzo de 2023, que no tiene carácter vinculante. Las guías y manuales pueden descargarse en https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/guias-y-manuales y los conceptos emitidos por la Agencia en el siguiente enlace:

https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
         
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015. 

Atentamente, 
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